
SÍNTESIS DIARIA

RESUMEN DE LAS PRINCIPALES MEDIDAS DE LA LEY 3/2020 BOE 19-09-2020
medidas procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la 
Administración de Justicia.
Entrada en vigor: 20-09-2020

Introduce novedades respecto del RD-ley 16/2020 (BOE 29-04-2020), que queda derogado.

Medidas procesales urgentes

 Tramitación  de  la  impugnación  de  los  ERTE por  causas  económicas,  técnicas, 
organizativas y de producción relacionadas con el COVID-19 del artículo 23 del RD-
ley 8/2020 (Art.1)  sin cambios respecto del RD-Ley 16/2020

Se tramitarán conforme a la modalidad procesal de conflicto colectivo, las demandas sobre 
suspensiones y reducciones de jornada adoptadas en aplicación de lo previsto en el art.23 del 
RD-ley 8/2020,  y dichas medidas afecten a más de 5 trabajadores, cuando estén presentadas 
por:

 los sujetos legitimados conforme al artículo 154 de la Ley 36/2011 para promover procesos 
sobre conflictos colectivos.

 la comisión representativa prevista en la normativa laboral dictada para paliar los efectos 
derivados del COVID-19 en relación con los ERTE del art.23 RD-Ley 8/2020.

 Tramitación preferente de determinados procedimientos (Art.2) 

Modificaciones respecto del RD-Ley 16/2020

Hasta el 31 de diciembre de 2020 inclusive, se tramitarán con preferencia los siguientes 
expedientes y procedimientos, sin perjuicio del carácter preferente que tengan reconocido 
otros procedimientos de acuerdo con las leyes procesales:

a) Los procesos o expedientes de jurisdicción voluntaria en los que se adopten las medidas a 
que se refiere el artículo 158 del Código Civil (patria potestad)

b) En el orden jurisdiccional civil, los procesos derivados de la falta de reconocimiento por la 
entidad acreedora de la moratoria legal en las hipotecas de vivienda habitual y de inmuebles 
afectos a la actividad económica, los procesos derivados de cualesquiera reclamaciones que 
pudieran plantear los arrendatarios por falta de aplicación de la moratoria prevista legalmente 
o de la prórroga obligatoria del contrato, así como los procedimientos concursales de 
deudores que sean personas naturales (suprime: “y que no tengan la condición de 
empresarios”)

c) En el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, los recursos que se interpongan 
contra los actos y resoluciones de las Administraciones Públicas por los que se deniegue la 
aplicación de ayudas y medidas previstas legalmente para paliar los efectos económicos de la 
crisis sanitaria producida por el COVID-19.

d) En el orden jurisdiccional social, tendrán carácter urgente y preferente:

 los procesos por despido o extinción de contrato
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 los derivados del procedimiento para declarar el deber y forma de recuperación de las 
horas de trabajo no prestadas durante el permiso retribuido recuperable del RD-ley 
10/2020; 

 los procedimientos por aplicación del plan MECUIDA del artículo 6 del RD-Ley 8/2020; 
 las denegaciones de prestaciones extraordinarias por cese de actividad previstas en el 

artículo 17 de dicho Real Decreto-ley 8/2020
 los procedimientos para la impugnación individual, colectiva o de oficio de los ERTEs por 

COVID-19 del art.22 y 23 del RD-ley 8/2020
 los que se sustancien para hacer efectiva la modalidad de trabajo a distancia o la 

adecuación de las condiciones de trabajo previstas en el artículo 5 del RD-Ley 8/2020
 las resoluciones denegatorias de solicitud del reconocimiento del derecho a la asistencia 

sanitaria, sin perjuicio del desarrollo reglamentario de la competencia de la jurisdicción 
contencioso-administrativa prevista por la DT segunda del Real Decreto-ley 7/2018, 

 y las reclamaciones sobre condiciones de trabajo de funcionarios y personal laboral de las 
Administraciones públicas.

No obstante, en el orden jurisdiccional social, los procedimientos para la impugnación 
individual o colectiva de los expedientes de regulación temporal de empleo por las causas 
reguladas en los artículos 22 y 23 del RD-ley 8/2020; los que se sustancien para hacer efectiva 
la modalidad de trabajo a distancia o la adecuación de las condiciones de trabajo previstas en 
el artículo 5 de este, las denegaciones extraordinarias por cese de actividad previstas en el 
artículo 17 de dicho Real Decreto-ley, las resoluciones denegatorias de solicitud del 
reconocimiento del derecho a la asistencia sanitaria, en los términos descritos en el apartado 
anterior, y los procedimientos para la aplicación del plan MECUIDA establecidos en el artículo 
6 del mencionado RD- ley 8/2020, tendrán carácter urgente a todos los efectos y serán 
preferentes respecto de todos los que se tramiten en el juzgado, salvo los que tengan por 
objeto la tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas.

En materia de registro civil, se tramitarán de manera preferente las inscripciones de 
nacimientos, matrimonios y defunciones; la expedición de certificaciones, incluidas las de fe de 
vida y estado; los expedientes de matrimonio y celebración de bodas; y el trámite de jura en 
los expedientes de nacionalidad.

Disposición transitoria primera. Régimen transitorio de las actuaciones procesales.
1. Las normas  de la presente ley  se aplicarán a todas las actuaciones procesales que se 
realicen a partir de su entrada en vigor, cualquiera que sea la fecha de iniciación del proceso 
en que aquellas se produzcan.

2. No obstante, las actuaciones procesales iniciadas conforme a lo previsto en los artículos 3 a 
5 del Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para 
hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia (procedimiento especial 
y sumario en materia de familia), se regirán conforme a dichos artículos hasta su conclusión.

Medidas en el ámbito concursal y societario 

 Facilita la modificación del convenio concursal o acuerdo extrajudicial de pagos (Art.3)

Se recupera la figura del reconvenio. Sin cambios respecto del RD-Ley 16/2020
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1. Hasta el 14-03-2021 inclusive, el concursado, podrá presentar propuesta de modificación del 
convenio que se encuentre en periodo de cumplimiento. 

A la solicitud deberá acompañar una relación de los créditos concursales que estuvieran 
pendientes de pago y de aquellos que, habiendo sido contraídos durante el periodo de 
cumplimiento del convenio no hubieran sido satisfechos, un plan de viabilidad y un plan de 
pagos.

La propuesta de modificación se tramitará con arreglo a las mismas normas establecidas para 
la aprobación del convenio originario, si bien la tramitación será escrita cualquiera que sea el 
número de acreedores. Las mayorías del pasivo exigibles para la aceptación de la propuesta de 
modificación serán las mismas que las exigidas para la aceptación de la propuesta del convenio 
originario, cualquiera que sea el contenido de la modificación. En ningún caso la modificación 
afectará a los créditos devengados o contraídos durante el periodo de cumplimiento del 
convenio originario ni a los acreedores privilegiados a los que se hubiera extendido la eficacia 
del convenio o se hubieran adherido a él una vez aprobado, a menos que voten a favor o se 
adhieran expresamente a la propuesta de modificación.

2. El juez dará traslado al concursado de cuantas solicitudes de declaración del incumplimiento 
del convenio se presenten por los acreedores hasta el 31 de octubre de 2020, pero no las 
admitirá a trámite hasta que transcurran tres meses a contar desde que finalice ese plazo. 
Durante esos tres meses el concursado podrá presentar propuesta de modificación del 
convenio, que se tramitará con prioridad a la solicitud de declaración de incumplimiento.

3. Las mismas reglas serán de aplicación a los acuerdos extrajudiciales de pago.

Acuerdo extrajudicial de pagos

Facilita la modificación del acuerdo extrajudicial de pago. Se aplicarán las mismas reglas que 
las establecidas para la modificación de convenio concursal del art.3  (art.3.3)

Agilización de la tramitación del acuerdo extrajudicial de pagos, concurso consecutivo y 
beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho.  Hasta el 14-03-2021 inclusive se 
considerará que el acuerdo extrajudicial de pagos se ha intentado por el deudor sin 
éxito, si se acreditara que se han producido dos faltas de aceptación del mediador 
concursal  para  ser  designado,  a  los  efectos  de  iniciar  concurso  consecutivo, 
comunicándolo al Juzgado. (Art.12)

 Aplazamiento del deber de solicitar la apertura de la fase de liquidación (Art.4)

Sin cambios respecto del RD-Ley 16/2020

Hasta el 14-03-2021 inclusive, el deudor no tendrá el deber de solicitar la liquidación de la 
masa activa cuando conozca la imposibilidad de cumplir con los pagos comprometidos o las 
obligaciones contraídas con posterioridad a la aprobación del convenio concursal, siempre que 
el deudor presente una propuesta de modificación del convenio y esta se admita a trámite 
dentro de dicho plazo. La propuesta de modificación del convenio se tramitará conforme a lo 
establecido en el artículo 3.1.
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Durante el plazo previsto en el apartado anterior, el juez no dictará auto abriendo la fase de 
liquidación aunque el acreedor acredite la existencia de alguno de los hechos que pueden 
fundamentar la declaración de concurso.

“Con la finalidad de potenciar e incentivar la financiación de las empresas para atender sus 
necesidades transitorias de liquidez, se califican como créditos contra la masa, llegado el caso 
de liquidación, los créditos derivados de compromisos de financiación o de prestación de 
garantías a cargo de terceros, incluidas las personas especialmente relacionadas con el 
concursado, que figuraran en la propuesta de convenio o en la propuesta de modificación del 
ya aprobado por el juez”:

En caso de incumplimiento del convenio aprobado o modificado dentro de los dos años a 
contar desde el 14-03-2020, tendrán la consideración de créditos contra la masa los créditos 
derivados de ingresos de tesorería en concepto de préstamos, créditos u otros negocios de 
análoga naturaleza que se hubieran concedido al concursado o derivados de garantías 
personales o reales constituidas a favor de este por cualquier persona, incluidas las que, según 
la ley, tengan la condición de personas especialmente relacionadas con él, siempre que en el 
convenio o en la modificación constase la identidad del obligado y la cuantía máxima de la 
financiación a conceder o de la garantía a constituir.

 Acuerdos de refinanciación (Art.5)  Modificaciones respecto del RD-Ley 16/2020

Facilita la modificación de los acuerdos de refinanciación homologados hasta el 14-03-2021 
inclusive. Permite además la presentación de nueva solicitud sin necesidad de que transcurra 
un año desde la presentación de la anterior.

“Hasta el 14-03-2021 inclusive, el deudor que tuviere homologado un acuerdo de 
refinanciación podrá (suprime: “poner en conocimiento del juzgado competente para la 
declaración de concurso que ha iniciado o pretende iniciar negociaciones con acreedores 
para”) modificar el acuerdo que tuviera en vigor o para alcanzar otro nuevo, aunque no 
hubiera transcurrido un año de la anterior homologación según lo dispuesto en el artículo 617 
del Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley Concursal..”

“Hasta el 31-10-2020 inclusive, el juez dará traslado al deudor de cuantas solicitudes de 
declaración de incumplimiento del acuerdo de refinanciación se presenten por los acreedores, 
pero no las admitirá a trámite hasta que transcurra un mes a contar de dicha fecha. Durante 
ese mes el deudor podrá poner en conocimiento del juzgado competente para la declaración 
de concurso que ha iniciado o pretende iniciar negociaciones con acreedores para modificar el 
acuerdo que tuviera en vigor homologado o para alcanzar otro nuevo, aunque no hubiera 
transcurrido un año desde la anterior solicitud de homologación. Si dentro de los tres meses 
siguientes a la comunicación al juzgado, el deudor no hubiera alcanzado un acuerdo de 
modificación del que tuviera en vigor u otro nuevo, el juez admitirá a trámite las solicitudes de 
declaración de incumplimiento presentadas por los acreedores.”

 Régimen especial de la solicitud de declaración del concurso de acreedores (Art.6)

Modificaciones respecto del RD-Ley 16/2020
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Se amplía la suspensión del deber de solicitar la declaración de concurso de acreedores hasta 
el 31 de diciembre de 2020. Hasta esa misma fecha los jueces no admitirán a trámite las 
solicitudes de concurso necesario presentadas desde el estado de alarma.

Deroga el artículo 43 del Real Decreto-ley 8/2020 que suspendía el deber de solicitar el 
concurso durante la vigencia del estado de alarma y preveía que los jueces no admitirían a 
trámite solicitudes de concurso necesario hasta transcurridos 2 meses desde la finalización de 
dicho estado.

1. Hasta el 31 de diciembre de 2020 inclusive, el deudor que se encuentre en estado de 
insolvencia no tendrá el deber de solicitar la declaración de concurso, haya o no comunicado al 
juzgado competente para la declaración de este la apertura de negociaciones con los 
acreedores para alcanzar un acuerdo de refinanciación, un acuerdo extrajudicial de pagos o 
adhesiones a una propuesta anticipada de convenio.

2. Hasta el 31 de diciembre de 2020 inclusive, los jueces no admitirán a trámite las solicitudes 
de concurso necesario que se hayan presentado desde el 14-03-2020. Si hasta el 31 de 
diciembre de 2020 inclusive el deudor hubiera presentando solicitud de concurso voluntario, 
se admitirá ésta a trámite con preferencia, aunque fuera de fecha posterior a la solicitud de 
concurso necesario.

3. Si hasta el 31 de diciembre de 2020 inclusive el deudor hubiera comunicado la apertura de 
negociaciones con los acreedores para alcanzar un acuerdo de refinanciación, un acuerdo 
extrajudicial de pagos o adhesiones a una propuesta anticipada de convenio, se estará al 
régimen general establecido por la ley. No obstante, en ese supuesto, el deudor no tendrá el 
deber de solicitar el concurso hasta que transcurran seis meses desde la comunicación.

 Suspensión de la causa de disolución por pérdidas (Art.13) 

Sin cambios respecto RD-Ley 16/2020

Con la finalidad de atenuar las consecuencias  de las normas generales de disolución  de 
sociedades de capital en la actual situación, se prevé que a los efectos de la causa legal de 
disolución por pérdidas no se computen las del presente ejercicio 2020.

“1. A los solos efectos de determinar la concurrencia de la causa de disolución prevista en el 
artículo 363.1 e) del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, no se tomarán en consideración las pérdidas del 
presente ejercicio 2020. Si en el resultado del ejercicio 2021 se apreciaran pérdidas que dejen 
reducido el patrimonio neto a una cantidad inferior a la mitad del capital social, deberá 
convocarse por los administradores o podrá solicitarse por cualquier socio en el plazo de dos 
meses a contar desde el cierre del ejercicio conforme al artículo 365 de la citada Ley, la 
celebración de Junta para proceder a la disolución de la sociedad, a no ser que se aumente o 
reduzca el capital en la medida suficiente.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio del deber de solicitar la 
declaración de concurso de acuerdo con lo establecido en la presente ley.”
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 Financiaciones  y  pagos  por  personas  especialmente  relacionadas  con  el  deudor 
(Art.7) Modificación respecto RD-Ley 16/2020

Con el fin de facilitar el crédito y la liquidez de la empresa, se califican como ordinarios los 
créditos de las personas especialmente vinculadas con el deudor en los concursos que 
pudieran declararse hasta el 14-03-2022 inclusive.

“1. En los concursos de acreedores que se declaren hasta el 14 de marzo de 2022 inclusive, 
tendrán la consideración de créditos ordinarios, sin perjuicio de los privilegios que les pudieran 
corresponder,  los derivados de ingresos de tesorería en concepto de préstamos, créditos u 
otros negocios de análoga naturaleza, que desde la declaración del estado de alarma le 
hubieran sido concedidos al deudor por quienes, según la ley, tengan la condición de personas 
especialmente relacionadas con él.

2. En los concursos de acreedores que se declaren hasta el 14 de marzo de 2022 inclusive, 
tendrán la consideración de créditos ordinarios, sin perjuicio de los privilegios que les pudieran 
corresponder,  aquellos en que se hubieran subrogado quienes según la ley tengan la 
condición de personas especialmente relacionadas con el deudor como consecuencia de los 
pagos de los créditos ordinarios o privilegiados realizados por cuenta de este, a partir de la 
declaración de ese estado.”

 Medidas para evitar el aumento de litigiosidad en relación con la tramitación de concursos 
de acreedores en los Juzgados de lo Mercantil y de Primera Instancia

Se establecen una serie de normas de agilización del proceso concursal, como la no necesidad 
de celebración de vistas, la confesión de la insolvencia, la tramitación preferente de 
determinadas actuaciones tendentes a la protección de los derechos de los trabajadores, a 
mantener la continuidad de la empresa y a conservar el valor de bienes y derechos, así como la 
simplificación de determinados actos e incidentes (subastas, impugnación de inventario y listas 
de acreedores o aprobación de planes de liquidación).

Impugnación del inventario y de la lista de acreedores (Art.8)

1. Hasta el 14 de marzo de 2022 inclusive, en los incidentes que se incoen para resolver 
las impugnaciones del inventario y de la lista de acreedores, no será necesaria la 
celebración de vista, salvo que el juez del concurso resuelva otra cosa.

Versión RD-Ley 16/2020: “1. En los concursos de acreedores en los que la administración 
concursal aún no hubiera presentado el inventario provisional y la lista provisional de 
acreedores y en los que se declaren dentro de los dos años a contar desde la declaración del 
estado de alarma, en los incidentes que se incoen para resolver las impugnaciones del 
inventario y de la lista de acreedores, los únicos medios de prueba admisibles serán las 
documentales y las periciales, sin que sea necesaria la celebración de vista salvo que el Juez del 
concurso resuelva otra cosa.”

2. La falta de contestación a la demanda por cualquiera de los demandados se considerará 
allanamiento, salvo que se trate acreedores de derecho público.
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3. Los medios de prueba de que intenten valerse las partes deberán acompañar 
necesariamente a la demanda incidental de impugnación y a las contestaciones que se 
presenten.

Tramitación preferente (Art.9) Modificación respecto RD-Ley 16/2020

Hasta el 14 de marzo de 2021 inclusive, se tramitarán con carácter preferente:

a) Los incidentes concursales en materia laboral.
b) Las actuaciones orientadas a la enajenación de unidades productivas o a la venta en globo 
de los elementos del activo.
c) Las propuestas de convenio o de modificación de los que estuvieran en periodo de 
cumplimiento, así como los incidentes de oposición a la aprobación judicial del convenio.
d) Los incidentes concursales en materia de reintegración de la masa activa.
e) La admisión a trámite de la solicitud de homologación de un acuerdo de refinanciación o de 
la modificación del que estuviera vigente.
f) La adopción de medidas cautelares y, en general, cualesquiera otras que, a juicio del Juez del 
concurso, puedan contribuir al mantenimiento y conservación de los bienes y derechos.
g) El concurso consecutivo de una persona natural en insolvencia actual, que carezca de masa 
activa y de la posibilidad de plantear un plan de pagos, instado por mediador, en el que conste 
lista de acreedores provisional, calificación fortuita y solicitud del beneficio de exoneración del 
pasivo insatisfecho, junto con declaración responsable por parte del deudor en la que 
manifieste que no dispone de ningún activo.
h) El beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho.

Enajenación de la masa activa (Art.10) Modificación respecto RD-Ley 16/2020

1. En los concursos de acreedores que se declaren hasta el 14 de marzo de 2021 inclusive y en 
los que se encuentren en tramitación a la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, la 
subasta de bienes y derechos de la masa activa podrá realizarse bien mediante subasta, 
judicial o extrajudicial, bien mediante cualquier otro modo de realización autorizado por el 
juez de entre los previstos en el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley Concursal. Con carácter preferente y siempre que fuere 
posible, la subasta se realizará de manera telemática.

Versión RD-Ley 16/2020: “ 1. En los concursos de acreedores que se declaren dentro del año 
siguiente a la declaración del estado de alarma y en los que se encuentren en tramitación a 
dicha fecha, la subasta de bienes y derechos de la masa activa deberá ser extrajudicial, incluso 
aunque el plan de liquidación estableciera otra cosa.
2. Se exceptúa de lo establecido en el apartado anterior la enajenación, en cualquier estado 
del concurso, del conjunto de la empresa o de una o varias unidades productivas, que podrá 
realizarse bien mediante subasta, judicial o extrajudicial, bien mediante cualquier otro modo 
de realización autorizado por el juez de entre los previstos en la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal.”

2. Si el juez, en cualquier estado del concurso, hubiera autorizado la realización directa de los 
bienes y derechos afectos a privilegio especial o la dación en pago o para pago de dichos 
bienes, se estará a los términos de la autorización.
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Aprobación del plan de liquidación (Art.11)

El letrado de la Administración de Justicia acordará de inmediato la puesta de manifiesto en la 
oficina del juzgado de los planes de liquidación ya presentados por la administración concursal 
a la entrada en vigor de la presente Ley. Una vez transcurrido el plazo legal para formular 
observaciones o propuestas de modificación, lo pondrá en conocimiento del juez del concurso 
quien deberá dictar auto de inmediato, en el que, según estime conveniente para el interés del 
concurso, aprobará el plan de liquidación con las modificaciones que estime necesarias u 
oportunas.

Versión RD-Ley 16/2020:
1. Cuando a la finalización del estado de alarma hubieran transcurrido quince días desde que el 
plan de liquidación hubiera quedado de manifiesto en la oficina del juzgado, el Juez deberá 
dictar auto de inmediato, en el que, según estime conveniente para el interés del concurso, 
aprobará el plan de liquidación, introducirá en él las modificaciones que estime necesarias u 
oportunas o acordará la liquidación conforme a las reglas legales supletorias.
2. Cuando a la finalización de la vigencia del estado de alarma el plan de liquidación 
presentado por la administración concursal aún no estuviera de manifiesto en la oficina del 
juzgado, el Letrado de la administración de justicia así lo acordará de inmediato y, una vez 
transcurrido el plazo legal para formular observaciones o propuestas de modificación, lo 
pondrá en conocimiento del Juez del concurso para que proceda conforme a lo establecido en 
el apartado anterior.

Medidas organizativas y tecnológicas en la Administración de Justicia

Novedades con  respecto RD-Ley 16/2020

El Capítulo III regula medidas de carácter organizativo y tecnológico destinadas a seguir 
afrontando las consecuencias, ya expuestas, que ha tenido la crisis sobre la Administración de 
Justicia y ampliar la aplicación temporal de las mismas hasta el 20 de junio de 2021 confiando 
en que entonces existan todas las garantías sanitarias contra la COVID-19. (Art.14 a 23)

Celebración de actos procesales preferentemente mediante la presencia telemática de los 
intervinientes para garantizar la protección de la salud de las personas y minimizar el riesgo de 
contagio, salvaguardando los derechos de todas las partes del proceso. 

No obstante, en el orden jurisdiccional penal, la celebración de juicios preferentemente 
mediante presencia telemática se exceptúa en los supuestos de procedimientos por delitos 
graves, o cuando cualquiera de las acusaciones interese la prisión provisional o se solicite pena 
de prisión superior a dos años, en los que la presencia física del acusado resulta necesaria.

Acceso a las salas de visita. Cuando se disponga de los medios materiales para ello, podrá 
acordar también la emisión de las vistas mediante sistemas de difusión telemática de la 
imagen y el sonido.

Exploraciones médico-forenses y de los equipos psicosociales. 
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Dispensa de la utilización de togas.
Atención al público en sede judicial o fiscalía. Videoconferencia, vía telefónica o por correo 
electrónico preferente.
Órganos judiciales asociados al COVID-19
Asignación preferente de Jueces de adscripción territorial
Actuaciones dentro de un mismo centro de destino.
Jornada laboral.  Hasta el 20 de junio de 2021 inclusive, se podrán establecer, para los letrados 
de la Administración de Justicia y para el resto de personal al servicio de la Administración de 
Justicia, jornadas de trabajo de mañana y tarde para todos los servicios y órganos 
jurisdiccionales, previa negociación colectiva con las organizaciones sindicales y respetando en 
todo caso las medidas de seguridad laboral y prevención de riesgos laborales.
Sustitución y refuerzo de Letrados de la Administración de Justicia en prácticas. En ningún caso 
se podrá remover a un letrado sustituto en funciones para nombrar en su lugar a un letrado en 
prácticas.

Disposición  transitoria  segunda.  Previsiones  en  materia  de  medidas  organizativas  y 
tecnológicas.

Las medidas contenidas en el Capítulo III de esta Ley serán de aplicación en todo el territorio 
nacional hasta el 20 de junio de 2021 inclusive. No obstante, si a dicha fecha se mantuviera la 
situación de crisis sanitaria, las medidas contenidas en el citado Capítulo III serán de aplicación 
en todo el territorio nacional hasta que el Gobierno declare de manera motivada y de acuerdo 
con la evidencia científica disponible, previo informe del Centro de Coordinación de Alertas y 
Emergencias Sanitarias, la finalización de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19.

Ampliación de plazos en el ámbito del Registro Civil. DA Primera y DF Quinta.

1. En los expedientes de autorización para contraer matrimonio en los que hubiera recaído 
resolución estimatoria se concederá automáticamente un plazo hasta el 20-06-2021 inclusive  
de un año para la celebración del matrimonio.

2. Lo dispuesto en el artículo anterior se aplicará igualmente a aquellos expedientes en los que 
no hubiera transcurrido el plazo de un año desde la publicación de edictos, de su dispensa o de 
las diligencias sustitutorias que prevé el artículo 248 del Reglamento de la Ley del Registro 
Civil, aprobado por Decreto de 14 de noviembre de 1958.

Modificación DF Décima Ley 20/2011 del Registro Civil para ampliar la «vacatio legis» hasta el 
30 de abril de 2021. La actual coyuntura impide abordar en estos momentos el cambio 
organizativo y de funcionamiento que requiere en tan corto periodo de tiempo por lo que 
resulta necesario ampliarlo para garantizar su adecuada y plena entrada en vigor.

Modificaciones en el RD-ley 11/2020 DF Octava 

Sin modificaciones respecto de la DF Cuarta del RD-Ley 16/2020
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 Disponibilidad de los planes de pensiones en caso de desempleo o cese de actividad 
derivados de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 (DA 20ª.1 c)) 

Con la modificación de la DA vigésima.1 c) del RD-ley 11/2020, se amplía la posibilidad de 
disponibilidad de planes de pensiones para los trabajadores por cuenta propia o autónomos a 
los casos en que, sin cesar en su actividad, hayan tenido una reducción de, al menos, el 75 por 
ciento en su facturación como consecuencia de la situación de crisis sanitaria.

También se modifica el artículo 23 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, para concretar 
la justificación acreditativa de esta situación ante la entidad gestora de fondos de pensiones.

DA20.1«c) En el caso de los trabajadores por cuenta propia que hubieran estado previamente 
integrados en un régimen de la Seguridad Social como tales, o en un régimen de mutualismo 
alternativo a esta, y como consecuencia de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19 hayan cesado en su actividad o, cuando sin haber cesado en su actividad, su 
facturación en el mes natural anterior al que se solicita la disponibilidad del plan de pensiones 
se haya reducido, al menos, en un 75 por ciento en relación con el promedio de facturación del 
semestre natural anterior, siempre que no se encuentren en alguno de los dos supuestos 
recogidos en los párrafos siguientes.

(AÑADE) En el caso de los trabajadores autónomos agrarios de producciones de carácter 
estacional incluidos en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrario, así 
como los trabajadores de producciones pesqueras, marisqueras o de productos específicos de 
carácter estacional incluidos en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar, cuando su 
facturación promedio en los meses de campaña de producción anteriores al que se solicita la 
prestación se vea reducida, al menos, en un 75 por ciento en relación con los mismos meses de 
la campaña del año anterior.

(AÑADE) En el caso de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en alguno de 
los siguientes códigos de la CNAE 2009: 5912, 5915, 5916, 5920 y entre el 9001 y el 9004 
ambos incluidos, siempre que, no cesando en su actividad, su facturación en el mes natural 
anterior al que se solicita la prestación se vea reducida en al menos un 75 por ciento en 
relación con la efectuada en los 12 meses anteriores.»

Art.23.2.«c) En el supuesto de ser trabajador por cuenta propia que hubiera estado 
previamente integrado en un régimen de la Seguridad Social como tal, o en un régimen de 
mutualismo alternativo a esta, y haya cesado en su actividad o cuya facturación se haya 
reducido en un 75 por ciento como consecuencia del estado de alarma decretado por el 
Gobierno, se presentará, según corresponda:

1.º El certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese 
de actividad declarada por el interesado; o

(AÑADE) 2.º la información contable que justifique la reducción de la facturación en los 
mismos términos que los establecidos en el artículo 17.10 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 
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de marzo, para justificar la reducción de la facturación en la prestación extraordinaria por cese 
de actividad de los trabajadores por cuenta propia afectados por la declaración del estado de 
alarma. Los trabajadores por cuenta propia que no estén obligados a llevar los libros que 
acrediten el volumen de actividad, deberán acreditar la reducción de la facturación por 
cualquier medio de prueba admitido en derecho.»

Art.23.23.1º.”c) En el supuesto de trabajadores por cuenta propia que hubieran estado 
previamente integrados en un régimen de la Seguridad Social como tal, o en un régimen de 
mutualismo alternativo a esta, y hayan cesado en su actividad o cuya facturación se haya 
reducido en un 75 por ciento como consecuencia del estado de alarma decretado por el 
Gobierno: los ingresos netos que se hayan dejado de percibir durante un periodo de cómputo 
máximo igual a la vigencia del estado de alarma más un mes adicional, estimados mediante la 
declaración anual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al 
ejercicio anterior y, en su caso, el pago fraccionado del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y las autoliquidaciones del Impuesto sobre el Valor Añadido correspondientes 
al último trimestre.”

 Aplicación automática de la moratoria de la deuda arrendaticia en caso de grandes 
tenedores y empresas o entidades públicas de vivienda (Art.4.1)

Amplía el plazo para que el arrendatario de vivienda habitual pueda solicitar el aplazamiento 
temporal y extraordinario en el pago de la renta. Hasta el 30-09-2020.

 Modificación excepcional y transitoria de las condiciones contractuales de arrendamiento 
en el caso de arrendadores no comprendidos entre los recogidos en el artículo 4 como 
consecuencia del impacto económico y social del COVID-19. (Art.8.1)

Amplía el plazo para que el arrendatario de vivienda habitual pueda solicitar el aplazamiento 
temporal y extraordinario en el pago de la renta. Plazo de 3 meses desde la entrada en vigor 
del RD-ley 11/2020.

 Agiliza la tramitación de la línea de avales para la cobertura por cuenta del Estado de la 
financiación a arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y económica como 
consecuencia de la expansión del COVID-19. (Modificación del art. 9)

Otras novedades respecto del RD-ley 16/2020:

 Colegios profesionales. Sesiones telemáticas (DF Primera) 

Se añade una nueva da sexta a la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales 

«Disposición adicional sexta. Sesiones telemáticas.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, todos los órganos colegiados de las corporaciones 
colegiales se podrán constituir, convocar, celebrar sus sesiones, adoptar acuerdos y remitir 
actas tanto de forma presencial como a distancia, salvo que su reglamento interno recoja 
expresa y excepcionalmente lo contrario. En todo caso, estas previsiones podrán ser 
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desarrolladas por los correspondientes reglamentos de régimen interno o normas 
estatutarias.»

 Jurisdicción contencioso-administrativa. competencias (DF Segunda) 

Modifica el segundo párrafo del art.8.6 de la Ley 29/1988: 

«6. Conocerán también los Juzgados de lo Contencioso-administrativo …

Asimismo, corresponderá a los Juzgados de lo Contencioso-administrativo la autorización o 
ratificación judicial de las medidas adoptadas con arreglo a la legislación sanitaria que las 
autoridades sanitarias consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen 
limitación o restricción de derechos fundamentales cuando dichas medidas estén plasmadas 
en actos administrativos singulares que afecten únicamente a uno o varios particulares 
concretos e identificados de manera individualizada.

Además, …tal oposición.»

Modifica el art.10 de la Ley 29/1988: 

«Artículo 10. Competencias de las Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales 
Superiores de Justicia.
8. Conocerán de la autorización o ratificación judicial de las medidas adoptadas con arreglo a la 
legislación sanitaria que las autoridades sanitarias de ámbito distinto al estatal consideren 
urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen la limitación o restricción de derechos 
fundamentales cuando sus destinatarios no estén identificados individualmente.»

Modifica el art.11.1de la Ley 29/1988: 

«1. La Sala de lo Contencioso-administrativo de la Audiencia Nacional conocerá en única 
instancia:
i) De la autorización o ratificación judicial de las medidas adoptadas con arreglo a la legislación 
sanitaria que la autoridad sanitaria estatal considere urgentes y necesarias para la salud 
pública e impliquen la limitación o restricción de derechos fundamentales, cuando sus 
destinatarios no estén identificados individualmente.»

nuevo Artículo 122 quater. Autorización o ratificación judicial de las medidas que las 
autoridades sanitarias consideren urgentes y necesarias para la salud pública e impliquen 
limitación o restricción de derechos fundamentales.

En la tramitación de las autorizaciones o ratificaciones a que se refieren los artículos 8.6, 
segundo párrafo, 10.8 y 11.1.i) de la presente Ley será parte el ministerio fiscal. Esta 
tramitación tendrá siempre carácter preferente y deberá resolverse en un plazo máximo de 
tres días naturales.»

 Sede Judicial electrónica. Tablón Edictal Judicial único. (DF Cuarta ) 
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Modifica la Ley 18/2011 para unificar la publicación de resoluciones y comunicaciones en el 
Tablón Edictal Judicial Único, que será publicado electrónicamente por la Agencia Estatal del 
BOE. La publicación de los edictos mediante el Tablón Edictal Judicial Único resultará de 
aplicación a partir del 1 de junio de 2021 tanto a los procedimientos que se inicien con 
posterioridad, como a los ya iniciados

Nuevo servicio de la  sede judicial electrónicas (art.11.2 f): 

«f) Un enlace al Tablón Edictal Judicial único, como medio de publicación y consulta de las 
resoluciones y comunicaciones que por disposición legal deban fijarse en el tablón de anuncios 
o edictos.»

Comunicación edictal electrónica (Art. 35)

La publicación de resoluciones y comunicaciones que por disposición legal deban fijarse en 
tablón de anuncios, así como la publicación de los actos de comunicación procesal que deban 
ser objeto de inserción en el «Boletín Oficial del Estado», en el de la Comunidad Autónoma o 
en el de la provincia respectiva, serán sustituidas en todos los órdenes jurisdiccionales por su 
publicación en el Tablón Edictal Judicial único previsto en el artículo 236 de la Ley Orgánica 
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.
El Tablón Edictal Judicial Único será publicado electrónicamente por la Agencia Estatal Boletín 
Oficial del Estado, en la forma en que se disponga reglamentariamente. A tal efecto, la Agencia 
Estatal Boletín Oficial del Estado pondrá a disposición de los juzgados y tribunales un sistema 
automatizado de remisión y gestión telemática que garantizará la celeridad en la publicación 
de los edictos, su correcta y fiel inserción, así como la identificación del órgano remitente.

Nueva «Disposición adicional decimotercera. Publicaciones en el Tablón Edictal Judicial Único.

Las publicaciones que, en cumplimiento de lo previsto en las leyes procesales, deban hacerse 
en el Tablón Edictal Judicial Único serán gratuitas en todo caso, sin que proceda 
contraprestación económica por parte de quienes la hayan solicitado.

Igualmente serán gratuitas las consultas en el tablón, así como las suscripciones que los 
ciudadanos puedan realizar en su sistema de alertas.

Nueva «Disposición transitoria tercera. Tablón Edictal Judicial Único.

La publicación de los edictos mediante el Tablón Edictal Judicial Único resultará de aplicación a 
partir del 1 de junio de 2021 tanto a los procedimientos que se inicien con posterioridad, como 
a los ya iniciados.

 Modificación Ley 21/2003 de Seguridad aérea.  (DF Tercera ) 

Nuevo Artículo 45 bis. Infracciones en relación con la asistencia y compensación a los 
pasajeros.
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Nuevo Artículo 62 bis. Especialidades de la iniciación de determinados procedimientos 
sancionadores.

 Entidades de resolución alternativa en el ámbito de protección de los usuarios del 
transporte aéreo.  (DF Sexta ) 

La nueva DA segunda de la Ley 7/2017 regula el procedimiento para la resolución alternativa 
de litigios en que resulten de aplicación los Reglamentos de la Unión Europea en materia de 
protección de los usuarios del transporte aéreo, será acreditada y notificada a la Comisión 
Europea una única entidad, que conocerá, con arreglo a lo establecido en esta disposición, de 
aquellos conflictos que afecten a todos los pasajeros, aunque no tengan la condición de 
consumidores y ya esté la compañía establecida en la Unión Europea o fuera de ella.
Las entidades a las que se hace referencia en el artículo 6.2 que den cobertura a reclamaciones 
de consumo de todos los sectores económicos, podrán conocer igualmente de este tipo de 
litigios en el ámbito de aplicación de esta Ley, siempre que ambas partes se hayan sometido 
voluntariamente a tales procedimientos
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